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Defensa de la Constitución

La reforma constitucional de 
1994 trajo consigo un 

importante avance en materia 
de medios de defensa de la 

Constitución, pues gracias a 
ella se perfeccionó el sistema 

de las controversias 
constitucionales y se crearon 

las acciones de 
inconstitucionalidad, 

previstas en el artículo 105 
Constitucional.

En los Estados federales, 
caracterizados por el fomento 
de la democracia y el apego al 

principio de división de 
poderes, la Constitución es la 

ley suprema, por lo que la 
regularidad y el respeto a sus 

disposiciones deben ser 
salvaguardados y, en tal 

virtud, todas las normas y 
actos deben estar sujetos a 
control constitucional, de 

manera que no contravengan 
a la Ley Fundamental.

La defensa de la Constitución 
puede conceptuarse como "el 
conjunto de instrumentos de 

carácter procesal, cuyo fin 
consiste en salvaguardar el 
contenido, los alcances y la 

evolución de la Ley de Leyes“.



Defensa de la Constitución

En las propias normas constitucionales debe indicarse cuáles son los instrumentos destinados a defenderlas.

Estos instrumentos, si bien pueden ser muy variados, se caracterizan por perseguir un mismo fin: la 
protección de las disposiciones supremas.

En 1996 se publicaron reformas, las cuales tuvieron por objeto lograr "un sistema integral de justicia en 
materia electoral". Lo que motivó la adición de un nuevo párrafo a la fracción II del artículo 105 
constitucional, en el que se dispuso que "la única vía para plantear la no conformidad de las leyes 
electorales a la Constitución es la prevista en este artículo" —refiriéndose a las acciones de 
inconstitucionalidad—.



Concepto 
de AI

Es el "medio de control constitucional que persigue la regularidad 
constitucional de las normas generales", y que a través de ella "se 
permite el planteamiento de la inconstitucionalidad de una norma y 
la posibilidad de obtener una declaratoria de invalidez con efectos 
generales“.

La acción de inconstitucionalidad es un derecho para acudir ante 
un órgano jurisdiccional y hacer valer la oposición existente entre 
una norma de carácter general y la Constitución.

Son "procesos en los cuales determinados órganos o fragmentos de 
órganos, o los órganos directivos de determinadas personas 
morales (partidos políticos) reconocidos constitucionalmente de 
interés para la sociedad, plantean ante el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia el control abstracto de la regularidad 
constitucional de determinadas normas generales".



Concepto 
de AI

Es un medio de control de constitucionalidad abstracto que no requiere agravio 
de parte para proceder al estudio de la inconstitucionalidad de la norma, sino 
que autoriza a las minorías legislativas del Congreso de la Unión, de las 
entidades federativas, al Fiscal General de la República, organismos 
constitucionales de derechos humanos, Consejería Jurídica de la Presidencia, 
y a los partidos políticos con registro nacional o estatal para promoverla, y tiene 
por objeto declarar la invalidez de la norma inconstitucional con efectos 
generales, y busca preservar, de manera genérica, el sistema constitucional 
tutelándolo contra leyes que lo puedan contrariar.

Un medio de control constitucional a través del cual los sujetos expresamente 
legitimados para ello pueden plantear, ante la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, la posible contradicción entre una ley o un tratado internacional, por 
una parte, y la Constitución Federal, por la otra, con miras a que se declare la 
invalidez, con efectos generales, de la norma declarada inconstitucional.



Artículo 105 fracción II Constitucional 

La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación conocerá, en los 

términos que señale la ley 
reglamentaria, de los asuntos 

siguientes:

II. De las acciones de 
inconstitucionalidad que 

tengan por objeto plantear la 
posible contradicción entre una 

norma de carácter general y 
esta Constitución.

Las acciones de 
inconstitucionalidad podrán 

ejercitarse, dentro de los treinta 
días naturales siguientes a la 

fecha de publicación de la 
norma, por:

a) El equivalente al treinta y tres 
por ciento de los integrantes de 

la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, en 
contra de leyes federales;

b) El equivalente al treinta y tres 
por ciento de los integrantes del 
Senado, en contra de las leyes 

federales o de tratados 
internacionales celebrados por 

el Estado Mexicano;

c) El Ejecutivo Federal, por 
conducto del Consejero 

Jurídico del Gobierno, en contra 
de normas generales de 
carácter federal y de las 
entidades federativas;

d) El equivalente al treinta y tres 
por ciento de los integrantes de 
alguna de las Legislaturas de 
las entidades federativas en 
contra de las leyes expedidas 

por el propio órgano;

e) Se deroga. (Asamblea de 
Representantes del Distrito 

Federal.



Artículo 105 fracción II Constitucional 

f) Los partidos políticos con registro ante el 
Instituto Nacional Electoral, por conducto 

de sus dirigencias nacionales, en contra de 
leyes electorales federales o locales; y los 

partidos políticos con registro en una 
entidad federativa, a través de sus 

dirigencias, exclusivamente en contra de 
leyes electorales expedidas por la 

Legislatura de la entidad federativa que les 
otorgó el registro;

g) La Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, en contra de leyes de carácter federal 

o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el 

Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la 
República, que vulneren los derechos humanos 

consagrados en esta Constitución y en los 
tratados internacionales de los que México sea 

parte. Asimismo, los organismos de protección 
de los derechos humanos equivalentes en las 

entidades federativas, en contra de leyes 
expedidas por las Legislaturas;

h) El organismo garante que establece el 
artículo 6° de esta Constitución en contra 

de leyes de carácter federal y local, así 
como de tratados internacionales 

celebrados por el Ejecutivo Federal y 
aprobados por el Senado de la República, 

que vulneren el derecho al acceso a la 
información pública y la protección de datos 

personales. 

Asimismo, los organismos garantes 
equivalentes en las entidades federativas, 

en contra de leyes expedidas por las 
Legislaturas locales; e

Derogado DOF 20-12-2024 

i) El Fiscal General de la República
respecto de leyes federales y de las 

entidades federativas, en materia 
penal y procesal penal, así como las 

relacionadas con el ámbito de sus 
funciones;

La única vía para plantear la no 
conformidad de las leyes 

electorales a la Constitución es 
la prevista en este artículo.

Las leyes electorales federal y locales 
deberán promulgarse y publicarse por 

lo menos noventa días antes de que 
inicie el proceso electoral en que vayan 

a aplicarse, y durante el mismo no 
podrá haber modificaciones legales 

fundamentales.

Las resoluciones de la Suprema 
Corte de Justicia sólo podrán 

declarar la invalidez de las normas 
impugnadas, siempre que fueren 

aprobadas por una mayoría de 
cuando menos seis votos.
Decreto publicado el 15 de 

septiembre de 2024



Reformas de 2024
• Las resoluciones de la Suprema Corte de 

Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las 
normas impugnadas, siempre que fueren 
aprobadas por una mayoría de cuando menos 
seis votos. 

• Tratándose de controversias constitucionales o 
de acciones de inconstitucionalidad 
planteadas respecto de normas generales, en 
ningún caso su admisión dará lugar a la 
suspensión de la norma cuestionada. 

• Son improcedentes las controversias 
constitucionales o acciones de 
inconstitucionalidad que tengan por objeto 
controvertir las adiciones o reformas a esta 
Constitución. 



Ley reglamentaria

Dic. 1994

La reforma constitucional de 
diciembre de 1994 fue concienciar 

al legislador ordinario de la 
obligación de emitir una ley que 

reglamentara al artículo 105 de la 
Norma Suprema.

1995

En 1995 se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones I y 
II del Artículo 105 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

14 Nov. 2025

Última reforma publicada DOF 14-
11-2025.



Objeto

• Lo que se busca con este 
medio de control 
constitucional es que el 
Máximo Tribunal del país, 
atento al principio de 
supremacía constitucional, 
someta a revisión la norma 
tildada de inconstitucional y 
determine si se adecua a los 
lineamientos fundamentales 
dados por la propia 
Constitución.



Características

Supone un control abstracto, pues implica una solicitud para que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación analice la constitucionalidad de una norma, sin 
que sea necesaria la existencia de un agravio o la demostración de una 
afectación para conferirle legitimación a la parte promovente.

Tiene una legitimación activa restringida, puesto que sólo los sujetos que 
limitativamente se establecen en la Norma Suprema pueden ejercitar la 
acción de inconstitucionalidad.

Únicamente procede contra normas generales en sentido material y 
formal, es decir, leyes, o contra tratados  internacionales.



Características

Sólo procede respecto a normas de reciente aprobación, pues el plazo 
fatal para su promoción se cuenta a partir de la publicación de éstas en 
el correspondiente diario o periódico oficial.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, para decretar la validez o 
invalidez de la norma o tratado impugnado, únicamente puede 
apelar a la propia Constitución.

El control de la regularidad constitucional que se lleva a cabo a 
través de ella por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
autoriza el examen de todo tipo de violaciones a la Constitución.



Órgano competente

La Suprema Corte, 
funcionando en Pleno, debe 
conocer de las acciones de 
inconstitucionalidad.

01
La regla general es que es competencia del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación la 
resolución de las acciones de inconstitucionalidad, 
de modo que sólo cuando en ellas deba sobreseerse 
corresponderá su conocimiento a las Salas del 
Máximo Tribunal 
(La primera sala conocía fundamentalmente de 
asuntos civiles y penales; mientras que la segunda 
de temas administrativos y laborales).
Ahora con la reforma de 2024, corresponderá al 
pleno al suprimirse las dos salas.

02



Partes

Actor. Es el órgano, fracción parlamentaria o partido político que promueve la 
acción.

Demandados. Son los órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y 
promulgaron la norma general o tratado internacional materia de la acción de 
inconstitucionalidad.

Tercero interesado. Es la entidad, poder u órgano que, sin tener el carácter de actor o 
demandado, puede resultar afectado por la sentencia que resuelva la acción de 
inconstitucionalidad. 

Fiscalía General (antes Procurador General de la República). Si bien éste puede llegar a figurar 
como actor, cuando no es él quien promueve la acción puede también figurar como parte, pues, 
para que éste intervenga "será suficiente su interés general, abstracto e impersonal de que se 
respete la supremacía de la Carta Magna"



Sujetos 
legitimados 
para 
promoverla

El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, en contra de leyes federales;

El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado, en contra de las leyes 
federales o de tratados internacionales celebrados por el Estado Mexicano;

El Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del Gobierno, en contra de normas 
generales de carácter federal y de las entidades federativas;

El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas de 
las entidades federativas en contra de las leyes expedidas por el propio órgano;

Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en 
contra de leyes electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una entidad federativa, a través 
de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad federativa 
que les otorgó el registro;

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como 
de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los 
derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los 
organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas 
por las Legislaturas; (ESTO FUE DEROGADO CON LA EXTINCIÓN DEL INAI Y ÓRGANOS ESTALES DE TRANSPARENCIA).

El Fiscal General de la República respecto de leyes federales y de las entidades federativas, 
en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones.



Sujetos legitimados en materia electoral

Tratándose de leyes electorales federales, la acción puede ser ejercitada por:
• Los partidos políticos con registro ante el INE, por conducto de sus dirigencias nacionales.
• El Fiscal General de la República.
• El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del Senado.
• El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la Cámara de Diputados

Tratándose de leyes electorales locales, la acción puede ser ejercitada por:
• Los partidos políticos con registro ante el INE, por conducto de sus dirigencias nacionales.
• Los partidos políticos con registro estatal —al que corresponda el órgano legislativo que las emitió—, a 

través de sus dirigencias.

- El Fiscal General de la República.

- El equivalente al treinta y tres por ciento de los diputados de la Legislatura Local.



Requisito de procedencia

A efecto de determinar la procedencia 
de la acción de inconstitucionalidad 
es que mediante ella se impugne una 

norma general por estimarse contraria 
a la Constitución, siendo necesario 

que dicha norma tenga el carácter de 
ley o tratado internacional.

Sólo son procedentes contra normas 
de carácter general, es decir leyes o 

tratados, y son improcedentes en 
contra de actos que no tengan tal 

carácter.



Improcedencia
Contra decisiones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Contra leyes o tratados internacionales que sean materia de una acción de inconstitucionalidad pendiente de resolverse, 
siempre que exista identidad de partes, normas generales y conceptos de invalidez.

Contra leyes o tratados internacionales que hubieran sido materia de una ejecutoria dictada en otra acción de 
inconstitucionalidad, siempre y cuando se trate de las mismas partes, normas generales y conceptos de invalidez.

Cuando hayan cesado los efectos de la ley o tratado internacional materia de la acción de inconstitucionalidad.

Cuando no se haya agotado la vía legalmente prevista para la solución del propio conflicto.

Cuando la demanda se presente fuera del plazo previsto para ello.

En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la ley.



Sobreseimiento

Que durante el juicio aparezca o sobrevenga 
alguna causa de improcedencia.

Que de las constancias de autos aparezca 
claramente demostrado que no existe la 
norma general materia de la acción.



Plazo para promoverla

El plazo para ejercitar la acción de 
inconstitucionalidad es de 30 días naturales, 
contados a partir del siguiente al en que la ley o 
tratado impugnado hubiese sido publicado en el 
correspondiente medio oficial.

Para el cómputo del plazo se toman en cuenta tanto 
los días hábiles como los inhábiles, y sólo en el 
caso de que el último día sea inhábil la demanda 
puede presentarse el primer día hábil siguiente.

Siempre que la ley impugnada no sea de materia 
electoral, pues en tratándose de ésta todos los días 
son hábiles.

No procede impugnar cada acto legislativo 
individualmente, ya que no puede quedar subsistente 
o insubsistente aisladamente, sino sólo a través del 
análisis conjunto de esos actos con motivo de la 
publicación de la norma; únicamente puede 
realizarse a partir de que es publicada la norma 
general, porque es en ese momento cuando los actos 
adquieren definitividad.



Requisitos de la 
demanda

Los nombres y las firmas de los promoventes. 

En el supuesto de que la demanda sea interpuesta por 
una minoría parlamentaria es necesario que esté firmada 
por cuando menos el treinta y tres por ciento de los 
integrantes de los correspondientes órganos legislativos. 

En este caso, además, la parte demandante debe 
designar como representantes comunes a cuando 
menos dos de sus integrantes, y si no lo hace el 
Presidente de la Corte lo hará de oficio.



Requisitos de la 
demanda

La denominación de los órganos 
Legislativo y Ejecutivo que emitieron y 
promulgaron la norma general impugnada. 

Es parte demandada tanto el órgano 
legislativo que expidió la norma como el 
Poder Ejecutivo que la promulgó.

Es necesario especificar la denominación de 
ambos.



Requisitos de la 
demanda

La norma general —ley o tratado internacional— cuya 
invalidez se reclama y el medio oficial en que fue publicada.  
Es parte demandada tanto el órgano legislativo que expidió la 
norma como el Poder Ejecutivo que la promulgó. Es necesario 
especificar la denominación de ambos.

Los preceptos constitucionales que se estiman violados. Se 
tiene que precisar cuáles son los artículos de la Norma 
Suprema que la ley o tratado internacional impugnado 
contraviene.

Los conceptos de invalidez. Deben establecerse los motivos 
por los que se considera que la norma impugnada es inválida, 
es decir, los razonamientos tendentes a demostrar la 
inconstitucionalidad material o formal de la ley o tratado



Sustanciación

Recibida la demanda, el presidente de la SCJN debe designar, según el turno que corresponda, al Ministro que estará 
a cargo de la instrucción, quien debe poner el proceso en estado de resolución.

El Ministro instructor debe, entonces, analizar el escrito de demanda, y si encontrare motivo manifiesto e 
indudable de improcedencia, debe desecharlo de plano.

Si no aprecia alguna causa de improcedencia pero encuentra que el escrito es oscuro o irregular debe prevenir al 
demandante —o a sus representantes comunes— para que hagan las correspondientes aclaraciones dentro 
del plazo de cinco días.

Transcurrido dicho plazo, el Ministro ha de dar vista a los órganos legislativos y al Poder Ejecutivo que hubiesen 
sido señalados, respectivamente, como responsables de la emisión y publicación de la norma general 
impugnada, para que dentro del plazo de 15 días rindan un informe que contenga las razones y fundamentos 
encaminados a sostener la validez de ésta o, en su caso, la improcedencia.



Sustanciación

Al analizar la demanda y, en su 
caso, el informe de las 

autoridades señaladas como 
responsables de la emisión y 

promulgación de la norma 
impugnada, el Ministro 

instructor tiene que verificar 
que no se surta alguna causa 

que obligue a decretar el 
sobreseimiento.

De no surtirse causal alguna, 
siempre que el promovente de 

la acción no sea el fiscal 
general de la República, el 

Ministro instructor tiene que 
darle vista a éste, con el 
escrito de demanda y los 

informes rendidos, a efecto de 
que, antes de la citación para 

sentencia, formule su 
pedimento.

Una vez presentados los 
informes de las autoridades 

legislativas y ejecutivas 
correspondientes, o bien, 

transcurrido el plazo con el que 
contaban para ello, el Ministro 
instructor tiene que poner los 

autos a la vista de las partes, a 
fin de que éstas, dentro del 
plazo de cinco días —o de 

dos, si la norma impugnada en 
de materia electoral—

formulen sus alegatos.



Sustanciación

En todo momento, antes del dictado de la sentencia, el Ministro encargado de la instrucción puede solicitar 
a las partes o a quien juzgue conveniente todos los elementos que, a su juicio, resulten necesarios para la 
mejor solución del asunto. 

En el caso de leyes electorales el Ministro instructor puede solicitar la opinión de la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

Una vez agotado el procedimiento, el Ministro instructor elaborará su correspondiente proyecto de 
sentencia, el cual ha de ser propuesto ante el Pleno para la resolución definitiva del asunto,

En el caso de leyes electorales, debe ser sometido al Tribunal en Pleno dentro de los 5 días siguientes 
al que se agotó el procedimiento, debiéndose dictar el fallo por el Pleno, en este mismo supuesto, a 
más tardar en un plazo de 5 días, contados a partir de que hubiese recibido el proyecto.



Sentencias

Debe corregir los errores 
que advierta en la cita de 
los preceptos invocados y 
suplir los conceptos de 
invalidez planteados en 
la demanda.

01
Basta el simple 
planteamiento de 
inconstitucionalidad, 
aunque sea deficiente, 
para que el Alto Tribunal 
proceda a su análisis.

02
En la materia electoral, las 
sentencias sólo pueden 
referirse a la violación de 
los preceptos 
expresamente señalados 
en el escrito inicial.

03
En los demás casos la 
Suprema Corte está 
facultada para fundar su 
declaratoria de 
inconstitucionalidad en la 
violación de cualquier 
precepto constitucional 
vigente al momento de 
resolver, haya o no sido 
invocado en la demanda. 

04



Sentencias

El estudio de los conceptos de 
invalidez debe efectuarse a la 

luz de las disposiciones 
constitucionales vigentes al 
momento en que resuelva la 

acción.

Las resoluciones de la Suprema 
Corte sólo pueden declarar la 

invalidez de las normas 
impugnadas si son aprobadas 
por cuando menos seis votos

(antes ocho votos).

Si no se obtiene dicha 
votación, la acción 
debe desestimarse.

Las sentencias pueden ser aclaradas, 
cuando se advierta que en una sentencia se 

transcribieron diversas normas jurídicas para 
sustentar sus razonamientos o algunos otros 

elementos con ese propósito, pero con 
errores en la reproducción, atendiendo a la 

publicación oficial que se hizo de dichas 
normas o de esos elementos, debe aclararse 

oficiosamente la resolución.



Contenido de las sentencias

La fijación breve y precisa de las leyes o tratados internacionales objeto de la acción.

Los preceptos que la fundamenten. 

Las consideraciones que sustenten su sentido, así como los preceptos que, en su 
caso, se estimen violados. 

Los alcances y efectos de la sentencia. 

Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento o declaren la validez o invalidez de 
las leyes o tratados internacionales.



Sentido de las sentencias

ESTIMATORIAS. Son 
aquellas a través de las 

cuales se declara la 
invalidez de las normas 

impugnadas, por 
considerarse que sí 

contravienen a la Norma 
Suprema y ser aprobadas 

por una mayoría calificada 
de, cuando menos, seis 

votos (antes ocho votos).

DESESTIMATORIAS. 
Éstas, al no haberse 
obtenido la votación 

mínima requerida para 
hacer una declaratoria de 

invalidez, constituyen 
declaraciones a través de 

las cuales la acción se 
desestima, ordenándose 

el archivo del asunto.

DE SOBRESEIMIENTO. Son 
resoluciones que dan por 

concluido el procedimiento, 
sin que hagan 

pronunciamiento alguno 
sobre la validez o invalidez de 

la norma impugnada, al 
haberse actualizado durante 

el desarrollo del 
procedimiento alguna causa 

de improcedencia o motivo de 
sobreseimiento.



Efectos de las sentencias

La sentencia debe contener sus alcances y efectos fijando con precisión, en su caso, los 
órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos respecto de los cuales opere 
y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que 
corresponda.

Los efectos que tendrá la sentencia que declara inconstitucional la norma 
impugnada, así como la fecha a partir de la cual éstos se surtirán, tienen que ser 
precisados por el Alto Tribunal en la propia sentencia. 

La declaración de invalidez de la norma puede impactar a la totalidad de ésta, o bien, sólo a una 
parte de ella, así como extender sus efectos a todas aquellas normas cuya validez dependa de la 
propia norma invalidada.



Efectos de las sentencias

Establecer la reviviscencia de las normas vigentes con anterioridad a las 
declaradas inválidas, si declara la inconstitucionalidad de una determinada 
reforma en materia electoral y, como consecuencia de los efectos generales de 
la sentencia, se produce un vacío normativo que impida el inicio o la cabal 
continuación de las etapas que componen el proceso electoral respectivo.

Declarar de invalidez y consecuente expulsión de todo el sistema normativo 
impugnado, y no sólo de las porciones normativas directamente afectadas de 
inconstitucionalidad, lo cual puede hacer, por ejemplo, en el supuesto de que 
las normas impugnadas conformen un sistema normativo integral, en el que 
cada parte encuentra una unión lógica indisoluble con el conjunto, 

Porque es posible que la expulsión de una sola de las porciones relevantes del 
sistema termine por desconfigurarlo de manera terminante o de rediseñarlo.



Publicidad

Dictada la sentencia, el Presidente de la SCJN ordenará notificarla a las partes, y mandará publicarla de manera íntegra 
en el Semanario Judicial de la Federación, conjuntamente con los votos particulares que se formulen.

Cuando en la sentencia se declare la invalidez de normas generales, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación ordenará, además, su inserción en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en que tales 
normas se hubieren publicado.

Las razones contenidas en los considerandos que fundan los resolutivos de las sentencias aprobadas por cuando 
menos ocho votos (en 2025 serán seis) tiene el carácter de jurisprudencia, pues son obligatorias para las Salas 
(desaparecen), los Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, los Juzgados de Distrito, los tribunales militares, 
agrarios y judiciales del orden común de los Estados y de la Ciudad de México, y los administrativos y del trabajo, 
sean éstos federales o locales.



Recursos
RECLAMACIÓN.

Procede únicamente en contra de los autos del Ministro instructor que decretan la improcedencia o el 
sobreseimiento de la acción.

Para su interposición se cuenta con un plazo de 5 días (salvo en materia electoral que se reduce a 3).

Debe promoverse ante el presidente de la SCJN, quien debe correr traslado a las demás partes para que 
dentro del plazo de cinco días aleguen lo que a su derecho convenga

El presidente de la Corte debe turnar los autos a un Ministro distinto del instructor a fin de que elabore el 
proyecto de resolución, el cual será sometido al Pleno, el cual, si la acción versa sobre una ley en materia 
electoral debe resolver, de plano, dentro de los 3 días siguientes, al en que el recurso fue interpuesto.



Recursos

QUEJA.

Procede en un único supuesto: "contra la parte 
condenada, por exceso o defecto en la ejecución de 
una sentencia".

La queja debe interponerse ante el presidente de la SCJN, dentro del 
año siguiente al de la notificación a la parte interesada de los actos 
por los que se haya dado cumplimiento a la sentencia.

Admitido el recurso ha de requerirse a la autoridad contra la cual se hubiere 
interpuesto para que dentro de un plazo de 15 días deje sin efectos la norma 
general que diere lugar al recurso, o para que rinda un informe y ofrezca 
pruebas.

Transcurrido el plazo señalado, y siempre que subsista la materia del recurso, 
el presidente de la SCJN turnará el expediente a un Ministro instructor para que 
éste fije fecha para la celebración de una audiencia, dentro de los 10 días 
siguientes a fin de que se desahoguen las pruebas y se formulen por escrito 
los alegatos.





Algunas particularidades de la AI en materia electoral

TRATÁNDOSE DE LAS LEYES 
A LAS QUE SE RECONOCE EL 

CARÁCTER ELECTORAL LA 
ÚNICA VÍA PARA HACER 

VALER SU NO 
CONFORMIDAD CON LA 

CONSTITUCIÓN ES LA 
ACCIÓN DE 

INCONSTITUCIONALIDAD.

TODOS LOS DÍAS SON 
HÁBILES PARA EL CÓMPUTO 

DE LOS PLAZOS.

DEBEN TRAMITARSE Y 
RESOLVERSE EN PLAZOS 

BREVES.

DENTRO DEL PLAZO DE 90 
DÍAS ANTERIORES AL INICIO 
DEL PROCESO ELECTORAL 
LAS SENTENCIAS POR LAS 

QUE SE RESUELVEN NO 
PUEDE PROVOCAR 

MODIFICACIONES LEGALES 
SUSTANCIALES DE LAS 

NORMAS ELECTORALES.

SON ELECTORALES 
AQUELLAS QUE ALTERAN 

SUSTANCIALMENTE 
DISPOSICIONES QUE RIGEN 

O INTEGRAN EL MARCO 
APLICABLE AL PROCESO 

ELECTORAL.



Algunas particularidades de la AI en materia 
electoral

Estudio previo de las violaciones 
procesales a las de fondo. 

Cuando se hagan valer 
violaciones al procedimiento 
legislativo que dio origen a la 

norma general impugnada, éstas 
deben analizarse en primer 
término, ya que, de resultar 

fundadas, su efecto de 
invalidación es total, siendo, por 
tanto, innecesario ocuparse de 

los vicios de fondo.

La sentencia que dicta la Corte 
sobre la no conformidad de leyes 
electorales a la Constitución sólo 
puede referirse a la violación de 
los preceptos expresamente 

señalados en la demanda.

En sus sentencias puede declarar 
la inaplicación temporal de las 
leyes electorales, aquellas que 

se consideren contrarias a la 
Constitución para un determinado 

proceso electoral



Estudio de las violaciones procesales

Acción de Inconstitucionalidad 71/2023 y sus 
acumuladas.

Promovente(s): PARTIDOS POLÍTICOS MOVIMIENTO 
CIUDADANO, DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA Y 
ACCIÓN NACIONAL, DIPUTADOS Y SENADORES DEL 
CONGRESO DE LA UNIÓN, EL PARTIDO POLÍTICO 
REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL Y EL INSTITUTO 
NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 
INFORMACIÓN.

ACTO RECLAMADO: “Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, de la Ley General de 
Partidos Políticos, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación, y se expide la Ley General 
de los Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el dos 
de marzo de dos mil veintitrés”.

Vicios en el procedimiento legislativo.



Estudio de las 
violaciones 
procesales

❑ Los accionantes alegaron que el Decreto impugnado presentó vicios en el 
procedimiento legislativo, porque no se dio a conocer el contenido de las 
iniciativas a la totalidad de integrantes de la Cámara de Diputaciones para estar 
en posibilidad de analizarlas y discutirlas; se presentó en la misma sesión en la 
cual, se aprobó por dicho órgano legislativo sin que se justificara la urgencia 
para la dispensa de los trámites; por lo que no se tomó en cuenta a las minorías 
y se negó el derecho de analizar y discutir las mociones suspensivas 
presentadas por diversos grupos parlamentarios.

❑ Asimismo, señalaron que no se analizaron los dictámenes recibidos en las 
Comisiones Unidas en los términos del reglamento del Senado y que éste no 
analizó debidamente la minuta recibida por la Cámara de Diputaciones.

❑ Al respecto, argumentaron que se actualizó dicha violación porque el artículo 12 
de la LGIPE, fue modificado por la revisora, mientras que la Cámara de 
Diputaciones aprobó el proyecto de Decreto con excepción del párrafo cuarto 
de dicho precepto, en virtud de una reserva presentada para eliminarlo, por lo 
que la segunda revisión debió versar únicamente sobre lo modificado, toda vez 
que el resto de las disposiciones fueron aprobadas en las dos Cámaras; sin 
embargo, se determinó remitir el Decreto al Ejecutivo Federal sin incluir las 
modificaciones aprobadas por ambos entes legislativos a dicho artículo.

❑ Además, afirmaron que la existencia de vicios en el proceso legislativo que 
controvirtieron los principios de legalidad y certeza jurídica, al publicar un 
Decreto que no fue aprobado por el Congreso. 

❑ Por otra parte, los accionantes señalaron que la reforma impugnada afecta el 
goce y ejercicio de los derechos políticos de los pueblos, barrios y comunidades 
indígenas, por lo que todo cambio legislativo que pudiera devenir en una 
afectación a su esfera de derechos debe ser previamente consultada.

❑ Finalmente, indicaron que los artículos 11 y 11 Bis de la LGIPE, se realizaron 
modificaciones a las acciones afirmativas, en las que se incluyen entre otros 
grupos vulnerables, a las personas con discapacidad, sin que llevaran a cabo la 
consulta respectiva, lo que constituye un acto discriminatorio.



Estudio de las violaciones procesales

El Pleno de la SCJN, declaró la invalidez del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 
la Federación, y se expide la Ley General de los Medios de Impugnación en Materia Electoral, publicado en el DOF el 2 de marzo de 
2023, ya que existieron irregularidades al procedimiento legislativo, por lo que impidieron el debate democrático y vulneraron 
prohibiciones absolutas, y que, conforme a la jurisprudencia del propio Tribunal, invalidan dicho procedimiento:

• 1) Las iniciativas del denominado “Plan B” fueron presentadas a discusión y aprobación sin que fueran publicadas previo al inicio de la sesión, para que todos los 
legisladores tuvieran oportunidad de conocerlas, tal como lo señala el Reglamento de la Cámara de Diputados.

• 2) Estas iniciativas comprenden 6 leyes y más de 510 artículos adicionados, reformados o modificados.
• 3) Las iniciativas fueron clasificadas como urgentes por la mayoría sin dar razón alguna, lo que significa que ni siquiera fueron dictaminadas en comisiones, por lo 

que se procedió a su discusión y aprobación inmediata, a pesar de su extensión y complejidad. Ello a pesar de las reiteradas peticiones de las minorías para 
permitir previamente conocer el contenido de los Decretos y así proceder a un debate serio.

• 4) Tanto la Cámara de Diputados como el Senado de la República discutieron y eliminaron indebidamente artículos del proyecto de Decreto cuyo texto ya había 
sido aprobado por ambas Cámaras. Una de las reglas constitucionales específicas del procedimiento legislativo prohíbe a las Cámaras del Congreso de la Unión, 
alterar en modo alguno los artículos o disposiciones de los proyectos de ley o decreto, que ya hubieran sido aprobados previamente por ambas.

• 5) Las Comisiones Unidas del Senado de la República omitieron sesionar y aprobar su dictamen de manera conjunta. Asimismo, tampoco cumplieron con las 
reglas de votación previamente establecidas.

El Alto Tribunal determinó que a fin de preservar el principio de certeza que rige en materia electoral, las normas que se habían 
reformado a través de dicho Decreto recuperarán su vigencia con el texto que tenían hasta antes de la entrada en vigor de aquel, es 
decir, al 2 de marzo de 2023.



Algunas particularidades de la AI en 
materia electoral

Para la mejor solución del asunto el 
Ministro instructor está en posibilidades 
de solicitar la opinión de la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación. 

Es facultad potestativa del Ministro 
instructor solicitar a dicho órgano 

constitucional especializado en la materia 
electoral opinión respecto de las acciones 
de inconstitucionalidad que se promuevan 

en contra de leyes de la referida materia. 
Sin que ello implique que en el fallo 
respectivo, la SCJN esté obligada a 

pronunciarse sobre la referida opinión.



Expedientes OP

Las opiniones de la Sala Superior del Tribunal Electoral de Poder Judicial de 
la Federación, respecto de las acciones de inconstitucionalidad en las 
cuales se impugna el contenido de alguna disposición de carácter general en 
materia electoral, se realizan en respuesta a la consulta que en su caso, 
formule el Ministro Instructor de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

Aun cuando estas opiniones son de carácter consultivo mas no 
vinculatorias, constituyen documentos relevantes para la 
resolución del medio de control constitucional antes citado en 
materia electoral.



Expedientes OP

ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 
125/2022 Y SUS 
ACUMULADAS 127/2022 Y 
128/2022

01
Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, instructor.

02
Se admiten a trámite la 
acción de 
inconstitucionalidad 
125/2022 y su acumulada 
127/2022.

03
Con copia de los escritos 
iniciales, dese vista a los 
poderes Legislativo y 
Ejecutivo, ambos de 
Veracruz de Ignacio de la 
Llave, para que rindan su 
informe dentro del plazo de 
seis días naturales.

04



Expedientes OP

Se requiere al Poder Legislativo de Veracruz de Ignacio de la Llave, por conducto de 
quien legalmente lo representa, para que al rendir el informe solicitado, envíe copia 
certificada de los documentos que integran el proceso legislativo del Decreto 
impugnado, en los que consten las iniciativas, los dictámenes, la aprobación de los 
Ayuntamientos de la entidad, así como las actas de sesiones y los diarios de debates 
donde consten las discusiones y votaciones.

Requiérase al Poder Ejecutivo del Estado para que exhiba un ejemplar del 
Periódico Oficial de la entidad, en el que se haya publicado el decreto 
cuya invalidez se reclama.



Expedientes OP

Dese vista a la Fiscalía 
General de la República para 
que, hasta antes de la citación 
para sentencia, manifieste lo 

que a su representación 
corresponda; 

Igualmente, a la Consejería 
Jurídica del Gobierno Federal, 

con la finalidad de que, si 
considera que la materia del 

presente juicio trasciende a sus 
funciones constitucionales, 
exponga lo que a su esfera 

competencial convenga, hasta 
antes del cierre de instrucción.

Solicítese al Presidente de la 
Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de 
la Federación para que, dentro 

del plazo de diez días 
naturales, contados a partir 
del siguiente al en que surta 

efectos la notificación de este 
proveído, dicha Sala tenga a 
bien expresar por escrito su 
opinión en relación con las 

citadas acciones de 
inconstitucionalidad 125/2022 

y su acumulada 127/2022.



Expedientes OP

EXPEDIENTE: SUP-OP-12/2022

ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD: 125/2022 Y 127/2022

PROMOVENTES: PARTIDO ACCIÓN NACIONAL Y OTRO 

AUTORIDADES: CONGRESO DEL ESTADO DE VERACRUZ Y OTRA

OPINIÓN QUE EMITE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 68, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN EL 
EXPEDIENTE RELATIVO A LAS ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD 125/2022 Y 127/2022 A SOLICITUD DEL MINISTRO INSTRUCTOR ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA



Expedientes OP

No. Tema/Conceptos de invalidez Artículo controvertido

Tema 1 Supuestas irregularidades del proceso legislativo 

El Decreto en su totalidad

Tema 2 Vulneración al artículo 13 constitucional (leyes privativas).

Tema 3

Vulneración a los principios de certeza, legalidad y seguridad
jurídica, así como el derecho al sufragio activo y pasivo, al
adicionar un requisito para ser veracruzano.

SÍNTESIS DE TEMAS Y DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ

Del análisis del escrito de demanda, esta Sala Superior identifica el tema y los argumentos que se sintetizan a continuación. 

El Decreto es constitucional, ya que el requisito adicionado en el artículo 11 de la Constitución local consistente en que 
serán veracruzanos, “Las o los mexicanos nacidos fuera del territorio del estado, con hijos veracruzanos o con una 
residencia efectiva de cinco años en territorio veracruzano”, no vulnera la fracción I, último párrafo, del artículo 116 
constitucional, debido a que, forma parte de la libertad de configuración legislativa, de ahí que, puede establecer 
alternativas que vaya en dirección con el mismo objetivo y fin de ser nativo previsto por el Órgano Reformador en el citado 
texto constitucional, en el sentido de establecer alternativas para acreditar el requisito de ser nativo de la entidad de que se 
trate, si así se estima conveniente, siempre que ello lo haga en forma razonable y justificada. 



Expedientes OP

Violaciones al procedimiento legislativo
•El Partido de la Revolución Democrática solicita que se declare la invalidez del Decreto impugnado, al considerar que se violentó el 

proceso legislativo para la emisión del correspondiente Decreto. 

Opinión de Sala Superior
•Considera que la temática del presente concepto de invalidez no es materia de opinión especializada porque, conforme al 

criterio reiterado de esta Sala Superior, todo lo relacionado con posibles violaciones o irregularidades del procedimiento 
legislativo escapa del ámbito de competencia especializada en la materia electoral y, por ende, no es objeto de opinión o 
posicionamiento por parte de este Tribunal.

Lo anterior, porque se trata de aspectos que tienen relación con temas que pertenecen al ámbito 
del derecho en general, parlamentario y constitucional, por estar vinculados con supuestas 
violaciones de carácter formal al procedimiento legislativo, lo cual es ajeno a la materia electoral. 



Expedientes OP

Vulneración al artículo 13 constitucional

El Partido de la Revolución Democrática considera que se vulnera el artículo 13 constitucional debido a que el decreto impugnado no 
cumple con los atributos de impersonalidad, abstracción y generalidad, por lo que considera es una ley privativa. Además, sostiene 
que la norma a que se refiere el Decreto impugnado constituye un fraude a la ley. 

Opinión de Sala Superior

Esta Sala Superior considera que los planteamientos expuestos están relacionados con temáticas que corresponden a los 
ámbitos del derecho constitucional, debido a que se aduce que la norma dispuesta en el Decreto impugnado es contrario al artículo 
13 constitucional, que en perspectiva de la parte accionante, configura una ley privativa, además, lo reputa como un fraude a la ley, las 
cuales no están vinculadas directamente con la materia sustantiva electoral, por lo que no requieren de una opinión especializada 
de esta Sala Superior.



Expedientes OP

Vulneración a los principios de certeza, legalidad y seguridad jurídica, así como el derecho al 
sufragio activo y pasivo, al adicionar un requisito para ser veracruzano a los no nativos

Sala Superior considera que es procedente emitir opinión especializada porque el Decreto 
impugnado tiene una relación directa con los requisitos de elegibilidad, entre otros, para el 
cargo de gubernatura a que se refiere el artículo 116 constitucional, que es la causa por la cual los 
partidos acciones plantean la invalidez del referido decreto. 

Esta disposición necesariamente tiene una incidencia directa con los requisitos de elegibilidad 
como lo sostienen los partidos accionantes, razón por la cual, al ser de la materia electoral es 
susceptible de emitir opinión especializada.

La norma que deriva del Decreto impugnado se relaciona directamente con los requisitos de 
elegibilidad para ser postulado a la gubernatura 



Expedientes OP

CONCEPTOS DE INVALIDEZ

El Partido Acción Nacional, sostiene que:

El Decreto impugnado es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídica, debido a que el artículo 116, fracción I, último párrafo, 
establece como requisito tasado para ser electo al cargo de la gubernatura el haber nacido en la entidad correspondiente o, alternativamente, el 
requisito de residencia efectiva. Esto porque la previsión dispuesta por el legislador local no se encuentra contemplada en la Constitución general. 

En su perspectiva, el legislador local al emitir el Decreto impugnado decidió tergiversar y desarticular uno de los requisitos 
previstos en el citado precepto constitucional y omitir de manera absoluta el requisito de ser nativo para ocupar el cargo, 
porque dicho carácter solo se adquiere por haber nacido en el territorio y ser descendiente de veracruzanos, pero no 
ascendientes de los mismos. 

El Partido de la Revolución Democrática sostiene que se debe declarar la invalidez del Decreto impugnado, por las 
siguientes razones: 

El Decreto impugnado vulnera los derechos al sufragio activo y pasivo porque le otorga una categoría de veracruzanos a todas 
las personas nacidas fuera del territorio del Estado, siempre y cuando tengan “hijos veracruzanos” (aunque ellos no tengan 
residencia en la entidad) o con una residencia efectiva de cinco años en el territorio estatal. 

En su perspectiva, el Decreto impugnado es contrario a los principios de seguridad jurídica y supremacía constitucional, 
debido a que el artículo 30 constitucional establece los supuestos en que la nacionalidad de los padres mexicanos (sea por 
nacimiento o naturalización), es transferible a sus hijos nacidos fuera del territorio nacional, pero no a la inversa (de hijo a 
padres), por lo que, el Decreto impugnado viola dicha norma constitucional.



Expedientes OP

OPINIÓN DE SALA SUPERIOR

Considera que el requisito adicionado al artículo 11 de la Constitución local en el Decreto impugnado, consistente en 
que serán veracruzanos, “Las o los mexicanos nacidos fuera del territorio del estado, con hijos veracruzanos o con una 
residencia efectiva de cinco años en territorio veracruzano”, es compatible con la Constitución general, debido a que, 
forma parte de la libertad de configuración legislativa, de ahí que, puede establecer alternativas que vayan en dirección 
con el mismo objetivo y fin de ser nativo previsto por el Órgano Reformador en el citado texto constitucional, si así se 
estima conveniente, siempre que ello lo haga en forma razonable y justificada. 

En efecto, conforme al artículo 116, fracción I, último párrafo de la Constitución general señala que sólo podrá ser 
gobernador constitucional de un estado una persona ciudadana mexicana por nacimiento y nativo de él; por lo que, en 
esta caso el Decreto impugnado se ajusta al parámetro de regularidad constitucional porque al agregar al texto del 
artículo 11 de la Constitución local una variante para acreditar el requisito de ser nativo sin modificar los principios, 
es congruente con los principios establecidos por la propia constitución. 



Sentencia acción de inconstitucionalidad 
125/2022 y sus acumuladas 

La demanda registrada como 128/2022, presentada por el Comité Ejecutivo Estatal del PRD en el 
Estado de Veracruz, fue desechada por notoriamente improcedente mediante el primer acuerdo del 
Ministro Instructor.

Por su parte, se admitieron a trámite las acciones 125/2022 y 127/2022, interpuestas por las 
dirigencias del PAN y el PRD.

Las demandas fueron presentadas de forma oportuna.

El Poder Legislativo argumenta que la reforma impugnada no trata de cuestiones de carácter 
electoral y que los partidos políticos no demuestran la forma en la que les afecta la adición 
normativa cuestionada.

Dichos argumentos de improcedencia se desestiman, toda vez que sí existe relación con la 
materia electoral y en las acciones no se requiere afectación y, a su vez, el examen del alcance de 
la norma involucra aspectos de fondo.



Sentencia acción de inconstitucionalidad 125/2022 y 
sus acumuladas 

ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO.

El Tribunal Pleno advierte que el Congreso del Estado de 
Veracruz no incurrió en deficiencias en el 
procedimiento legislativo del Decreto reclamado con 
potencial invalidante.

Es cierto que existió algún tipo de desazón y premura en 
el procedimiento legislativo; sin embargo, se hace 
evidente que sí se cumplieron la mayoría de las 
exigencias legales y reglamentarias y, en cuanto a las 
contadas deficiencias, éstas no incidieron en los 
principios que rigen la democracia deliberativa, que 
es justamente lo que esta Suprema Corte está destinada 
a proteger en última instancia en el ámbito del mero 
proceso legislativo.

Aun cuando el procedimiento legislativo tuvo ciertas 
deficiencias, la reforma constitucional se aprobó de 
manera libre y en condiciones de igualdad, porque todos 
los diputados, de mayoría y minoría, tuvieron de 
manera efectiva la oportunidad de participar en el 
debate parlamentario, con el conocimiento suficiente 
del contenido de las propuestas normativas. 

De igual manera, consta que el procedimiento 
deliberativo fue público y culminó con la correcta 
aplicación de las reglas de votación; por lo que se puede 
apreciar que existió un debate democrático al interior 
del órgano y que al final de cuentas la adición 
impugnada a la Constitución local obedeció a las 
propias mayorías que lo integran, sin que tal situación 
hubiere demeritado la calidad democrática o la 
participación especialmente de las minorías.



Sentencia acción de inconstitucionalidad 125/2022 y sus 
acumuladas 

ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 11 DE LA CONSTITUCIÓN 

LOCAL

El texto de la norma reclamada es el 
siguiente : Artículo 11. Son veracruzanos: 
I. Los nacidos en el territorio del Estado; y 
II. Los hijos de padre o madre nativos del 

Estado, nacidos en el territorio nacional o 
en el extranjero. III. Las o los mexicanos 
nacidos fuera del territorio del estado, 

con hijos veracruzanos o con una 
residencia efectiva de cinco años en 

territorio veracruzano.

El objeto de esta norma es definir qué 
personas pueden o no ser consideradas 

como veracruzanas. 

Su incidencia normativa es amplia; 
abarcando, dentro de esa incidencia, la 

modulación de condiciones que tienen un 
efecto en el ámbito electoral, al delimitar 

materialmente el carácter de nativo de 
dicha entidad.

El Tribunal Pleno llega a la convicción de 
que son parcialmente fundados los 
planteamientos de invalidez de los 

partidos políticos accionantes. En 
particular, se estima que la norma 

reclamada transgrede lo previsto artículo 
116, fracción I, último párrafo, de la 

Constitución General.

Esto, al desatender un requisito 
constitucional tasado consistente en que la 

persona que pretenda ocupar el cargo de 
Gobernador o Gobernadora debe ser nativo 

de la respectiva entidad federativa o con 
residencia.



Sentencia acción de inconstitucionalidad 
125/2022 y sus acumuladas 

ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 11 DE 
LA CONSTITUCIÓN LOCAL

Si bien el legislador veracruzano tiene facultades 
para definir quién se considera o no como 
veracruzano, se llega a la convicción que la adición 
sí irrumpe en uno de los requisitos tasados 
constitucionalmente para la Gubernatura de un 
Estado previstos en el último párrafo de la fracción I 
del artículo 116 de la Constitución General.

El citado artículo  marca que solo podrán ser 
Gobernadores o Gobernadoras las personas 
mexicanas por nacimiento y nativas del Estado, o con 
residencia efectiva no menor de cinco años 
inmediatamente anteriores al día de los comicios. 

Atendiendo a una interpretación gramatical, 
teleológica e histórica de este contenido, se estima 
que cuando el Poder Constituyente utilizó el 
concepto de "nativo", se refirió a "nacido" en el 
territorio estatal.

En ese sentido, al definir la norma reclamada que 
serán veracruzanas las personas con hijos o hijas 
veracruzanas, de manera indirecta se irrumpe con 
este requisito constitucional de ser nativo; ello, ya 
que lo amplía a personas que no nacieron en dicha 
entidad federativa y que, por ese solo hecho, según 
la propia Constitución Local (artículo 43), podrán 
aspirar a ocupar la Gubernatura del Estado.



Sentencia acción de inconstitucionalidad 
125/2022 y sus acumuladas 

ANÁLISIS DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 11 DE LA CONSTITUCIÓN LOCAL

Para solventar esta deficiencia constitucional, cabe declarar inconstitucional 
únicamente la porción normativa que dice "con hijos veracruzanos o" de la fracción III 
del artículo 11 de la Constitución del Estado de Veracruz.

El resto del texto supera un examen de constitucionalidad al ser coincidente con lo 
que prevé el aludido numeral 116 constitucional: o se es nativo del Estado o se cuenta 
con residencia efectiva no menor de cinco años previos al día de los comicios.



Sentencia acción de 
inconstitucionalidad 

125/2022 y sus 
acumuladas 

• EFECTOS. 

• La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir 
de la notificación de los puntos resolutivos de la 
sentencia al Congreso del Estado de Veracruz.

• PUNTOS RESOLUTIVOS:

• PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción 
de inconstitucionalidad y sus acumuladas.

• SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 11, 
fracción III, en su porción normativa "con hijos 
veracruzanos o", de la Constitución Política del Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave, adicionado 
mediante el Decreto número 240, publicado en la 
Gaceta Oficial de dicha entidad federativa el once de 
agosto de dos mil veintidós, la cual surtirá sus efectos 
a partir de la notificación de estos puntos resolutivos 
al Congreso del Estado de Veracruz de Ignacio de la 
Llave, de conformidad con lo establecido en los 
apartados VI y VII de esta decisión.

• TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario 
Oficial de la Federación, en la Gaceta Oficial del 
Estado de Veracruz, así como en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta.



Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.



Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos 

El Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos está compuesto 

por la Comisión Interamericano de 
Derechos Humanos. (CIDH) y la Corte 

Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH). 

La función principal de la Comisión es 
la de promover la observancia y la 

defensa de los derechos humanos y 
servir como órgano consultivo de la 

Organización de Estados Americanos 
en esta materia. 

La Comisión, por un lado, tiene 
competencias con dimensiones 

políticas, entre las cuales destacan la 
realización de visitas in loco y la 

preparación de informes acerca de la 
situación de los derechos humanos 

en los Estados miembros. 

Por otro lado, realiza funciones con una 
dimensión cuasi-judicial. Es dentro de 

esta competencia que recibe las 
denuncias de particulares u 

organizaciones relativas a violaciones a 
derechos humanos, examina esas 

peticiones y adjudica los casos en el 
supuesto de que se cumplan los 

requisitos de admisibilidad. 



Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos 

La Corte Interamericana es uno de los 
tres tribunales regionales de protección 

de los derechos humanos, 
conjuntamente con la Corte Europea 

de Derechos Humanos y la Corte 
Africana de Derechos Humanos y de 

los Pueblos. 

Es una institución judicial autónoma 
cuyo objetivo es aplicar e interpretar la 

Convención Americana. 

La Corte Interamericana ejerce una 
función contenciosa, dentro de la que 
se encuentra la resolución de casos 

contenciosos y el mecanismo de 
supervisión de sentencias; una función 

consultiva; y la función de dictar 
medidas provisionales. 



Convención Americana de Derechos 
Humanos

La Convención Americana, también 
llamada Pacto de San José de Costa 
Rica es un tratado internacional que 

prevé derechos y libertades que 
tienen que ser respetados por los 

Estados Partes.

La Convención establece que la Comisión y 
la Corte son los órganos competentes para 

conocer los asuntos relacionados con el 
cumplimiento de los compromisos 

contraídos por los Estados partes de la 
Convención y regula su funcionamiento. 

La Convención Americana consagra en su 
primera parte la obligación de los Estados 

de respetar los derechos y libertades en ella 
reconocidos, así como el deber de adoptar 
disposiciones de derecho interno que sean 
necesarias para hacer efectivo el goce de 

tales derechos. 



Convención Americana de Derechos 
Humanos

Los Estados que han ratificado la Convención Americana son: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, 
Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Granada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Surinam y Uruguay.   

Venezuela presentó el 10 de septiembre de 2012 un instrumento de denuncia de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos al Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA). La denuncia surtió efecto a partir del 10 de septiembre de 2013.   

Trinidad y Tobago presentó el 26 de mayo de 1998 una denuncia ante el Secretario de la OEA. La denuncia 
surtió efecto a partir del 28 de mayo de 1999.



Convención Americana de Derechos 
Humanos
✓Derecho al reconocimiento de la 

personalidad jurídica; 
✓derecho a la vida; 
✓derecho a la integridad personal; 
✓prohibición de la esclavitud y la 

servidumbre; 
✓derecho a la libertad personal; 
✓principio de legalidad y retroactividad; 
✓derecho a la indemnización; 
✓protección de la honra y de la dignidad; 
✓ libertad de conciencia y de religión; 
✓ libertad de pensamiento y de expresión; 
✓derecho de rectificación o respuesta; 

✓derecho de reunión; 
✓ libertad de asociación; 
✓protección a la familia; 
✓derecho al nombre; 
✓derechos del niño; 
✓derecho a la nacionalidad; 
✓derecho a la propiedad privada; 
✓derecho de circulación y residencia; 
✓derechos políticos; 
✓ igualdad ante la ley; 
✓protección judicial y desarrollo progresivo 

de los derechos económicos, sociales y 
culturales.

La Convención consagra los siguientes derechos y libertades: 



Convención 
Americana 

de Derechos 
Humanos

La Convención cuenta con dos 
protocolos adicionales. 

Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales o “Protocolo de San 
Salvador”, adoptado el 17 de 

noviembre de 1988 y entró en vigor 
el 16 de noviembre de 1999.  

Protocolo a la Convención 
Americana sobre Derechos 

Humanos relativo a la Abolición de 
la Pena de Muerte, fue suscrito el 8 

de junio de 1990. 



Corte 
Interamericana

La organización, procedimiento y función de la Corte se encuentran regulados en la 
Convención Americana. 
Además el Tribunal cuenta con un Estatuto y un Reglamento expedido por la propia 
Corte. 

La Corte está integrada por siete Jueces y Juezas, nacionales de los Estados miembros 
de la OEA. 
El Secretario General de la OEA solicita a los Estados partes en la Convención que 
presenten una lista con los nombres de sus candidatos para Jueces de la Corte. 
Cada Estado parte puede proponer hasta tres candidatos, nacionales del Estado que 
los propone o de cualquier otro Estado miembro de la Organización.

Los Jueces y las Juezas son elegidos a título personal por los Estados partes, en 
votación secreta y por mayoría absoluta de votos, durante la Asamblea General de la 
OEA inmediatamente anterior a la expiración del mandato de los Jueces y Juezas 
salientes.



Corte 
Interamericana

• Presidente: Rodrigo Mudrovitsch 
(Brasil)

• Vicepresidenta: Patricia Pérez 
Goldberg (Chile)

• Juez: Ricardo C. Pérez Manrique 
(Uruguay)

• Jueza: Nancy Hernández López 
(Costa Rica)Jueza: Verónica 
Gómez (Argentina)

• Juez: Alberto Borea Odría (Perú)

• Juez: Diego Moreno Rodríguez 
(Paraguay)

La Secretaría está compuesta por un Secretario y un Secretario Adjunto, los cuales dan soporte 
legal y administrativo a la Corte en su trabajo judicial. 



Corte Interamericana

FUNCIÓN CONTENCIOSA DE LA CORTE

La Corte determina si un Estado ha incurrido en responsabilidad internacional por la violación de alguno de los 
derechos consagrados en la Convención Americana o en otros tratados de derechos humanos aplicables al 
Sistema Interamericano. Asimismo, a través de esta vía, la Corte realiza la supervisión de cumplimiento de 
sentencias. 

FUNCIÓN CONSULTIVA DE LA CORTE

La Corte responde consultas que formulan los Estados miembros de la OEA o los órganos de la misma acerca 
de: a) la compatibilidad de las normas internas con la Convención; y b) la interpretación de la Convención o de 
otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos. 



Corte Interamericana

MEDIDAS PROVISIONALES

Acciones que dicta la Corte en casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario 
evitar daños irreparables a las personas. Estos tres requisitos tienen que comprobarse, prima facie, 

para que se otorguen estas medidas.

SUPERVISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS

Se solicita información al Estado sobre las actividades desarrolladas para los efectos de dicho 
cumplimiento en el plazo otorgado por la Corte, así como recabar las observaciones de la Comisión y 

de las víctimas o sus representantes. 



Períodos de 
sesiones

La Corte celebra cada año los períodos de sesiones que sean necesarios para su eficaz 
funcionamiento. Actualmente, el Tribunal celebra cinco períodos ordinarios de sesiones al 
año y dos períodos extraordinarios. 

Dentro de sus períodos de sesiones, la Corte realiza diversas actividades. Entre ellas, 
audiencias y resoluciones sobre casos contenciosos, medidas provisionales y 
supervisión de cumplimiento de sentencias, así como la adopción de sentencias. 

Asimismo, la Corte considera diversos trámites en los asuntos pendientes ante ella y 
analiza los distintos informes presentados por la Comisión Interamericana, los 
representantes de las presuntas víctimas o las presuntas víctimas y los Estados 
involucrados en los asuntos en que se hayan adoptado medidas provisionales o en los 
casos que se encuentran en la etapa de supervisión de cumplimiento de sentencia. 

A partir de 2005 la Corte Interamericana ha celebrado períodos extraordinarios de sesiones fuera 
de su sede en San José Costa Rica. 



Audiencias públicas sobre casos contenciosos

El proceso de elaboración de una 
sentencia comprende varias etapas 
que combinan la naturaleza escrita y 

oral. 

La segunda etapa, esencialmente oral, 
se expresa en la audiencia pública 

sobre cada caso que suele durar 
aproximadamente un día y medio. 

En dicha audiencia la Comisión 
expone los fundamentos de la 

presentación del caso ante la Corte, y 
de cualquier otro asunto que 

considere relevante para la resolución 
del mismo.   

A continuación, los Jueces del Tribunal 
escuchan a los peritos, testigos y 
presuntas víctimas convocados 

mediante resolución, quienes son 
interrogados por las partes (la 

Comisión únicamente respecto de 
peritos) y, de ser el caso, por los 

Jueces. 

Seguidamente, la Presidencia concede 
la palabra a las presuntas víctimas o a 

sus representantes y al Estado 
demandado para que expongan sus 
alegatos sobre el fondo del caso. 

Posteriormente, la Presidencia otorga a 
las presuntas víctimas o a sus 

representantes y al Estado, 
respectivamente, la posibilidad de 

una réplica y una dúplica. 

Concluidos los alegatos, la Comisión 
presenta sus observaciones finales, 

luego de lo cual tienen lugar las 
preguntas finales que realizan los 

Jueces a las partes. 



Audiencias públicas sobre medidas 
provisionales

Los representantes de los beneficiarios y 
la Comisión Interamericana tienen la 

oportunidad de evidenciar, de ser el caso, 
la subsistencia de las situaciones que 
determinaron la adopción de medidas 

provisionales.

Mientras que el Estado debe presentar 
información sobre las medidas 

adoptadas con la finalidad de superar 
esas situaciones de extrema gravedad, 
urgencia e irreparabilidad del daño y, en 

el mejor de los casos, demostrar que 
tales circunstancias han dejado de 

verificarse en los hechos. 

En dicha audiencia los solicitantes de las 
medidas provisionales inician la 

presentación de sus alegatos, seguidos 
por la Comisión Interamericana o los 
representantes de los beneficiarios, 

según sea el caso, finalizando el Estado 
con la presentación de sus 

correspondientes observaciones. 

Tanto los representantes y la Comisión, 
así como el Estado tienen la opción de 

réplica y dúplica, respectivamente. 

Finalmente, los Jueces tienen la 
posibilidad de formular 

cuestionamientos a los participantes en 
la audiencia.  

Cabe destacar que en el contexto de 
dichas audiencias, que pueden ser 

públicas o privadas, el Tribunal suele 
tener un ánimo conciliador y, en ese 

medida, no se limita a tomar nota de la 
información presentada por las partes, 

sino que, bajo los principios que lo 
inspiran como corte de derechos 

humanos, entre otras medidas, sugiere 
algunas alternativas de solución.



Audiencias sobre supervisión de 
cumplimiento de sentencia

La Corte, cuando lo 
considera pertinente, 

convoca al Estado y a los 
representantes de las 

víctimas a una audiencia 
para supervisar el 

cumplimiento de sus 
decisiones, y en ésta 

escucha el parecer de la 
Comisión. 

En dichas audiencias, el 
Estado presenta los 

avances en el 
cumplimiento de las 

obligaciones ordenadas 
por el Tribunal en la 

sentencia que se trate y 
los representantes de las 

víctimas y la Comisión 
Interamericana indican 

sus observaciones frente 
al estado de 

cumplimiento en 
cuestión. 

Las partes tienen también 
sus respectivas opciones 

de réplica y dúplica. 
Finalmente, los Jueces 
tienen la posibilidad de 

formular 
cuestionamientos a los 

partes.  

En el contexto de dichas 
audiencias el Tribunal tiene 

al igual que en las 
audiencias sobre medidas 

provisionales, un ánimo 
conciliador y sugiere 

algunas alternativas de 
solución, llama la atención 

frente a incumplimientos 
marcados de falta de 

voluntad, promueve el 
planteamiento de 
cronogramas de 

cumplimiento a trabajar 
entre todos los involucrados 

e incluso, pone a 
disposición sus 

instalaciones para que las 
partes puedan tener 

conversaciones. 



Procedimiento 
contencioso 
ante la Corte

Sólo los Estados-Partes y la Comisión tienen derecho a 
someter un caso a la decisión de la Corte. 
En consecuencia, la Corte no puede atender peticiones 
formuladas por individuos u organizaciones. 

De esta manera, los individuos u organizaciones que 
consideren que existe una situación violatoria de las 
disposiciones de la Convención y deseen acudir al 
Sistema Interamericano, deben dirigir sus denuncias a la 
Comisión Interamericana

La Comisión es competente para conocer peticiones que 
le presente cualquier persona o grupo de personas, o 
entidad no gubernamental legalmente reconocida que 
contengan denuncias o quejas de violación de la 
Convención por un Estado Parte. 



Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos

La CIDH es un órgano principal y 
autónomo de la Organización de 

los Estados Americanos (OEA) 
encargado de la promoción y 
protección de los derechos 
humanos en el continente 

americano. 

Está integrada por siete miembros 
independientes que se 

desempeñan en forma personal y 
tiene su sede en Washington, D.C.

Solicita a los Estados Miembros 
que adopten “medidas cautelares”, 

de conformidad con lo dispuesto 
en el Artículo 25 de su Reglamento, 
para prevenir daños irreparables a 
los derechos humanos en casos 

graves y urgentes. 

Asimismo, puede solicitar que la 
Corte Interamericana disponga la 

adopción de “medidas 
provisionales” en casos de extrema 

gravedad y urgencia para evitar 
daños irreparables a las personas, 
aunque el caso aún no haya sido 

presentado ante la Corte.

Presenta casos ante la Corte 
Interamericana y comparece 

ante la misma durante la 
tramitación y consideración de 

los casos.

Solicita opiniones consultivas a la 
Corte Interamericana, de 

conformidad con lo dispuesto en la 
Convención Americana.



Procedimiento contencioso ante la Corte
La denuncia debe ser presentada contra uno o más Estados miembros de la OEA que se 
considere han violado los derechos humanos contenidos en la Declaración Americana, 
la Convención Americana y otros tratados interamericanos de derechos humanos. 

El Estado puede llegar a ser responsable de violar los derechos humanos por: 

1) acción (como consecuencia de un hacer o actuar del Estado o sus agentes), 

2) aquiescencia (como consecuencia del consentimiento tácito del Estado o sus 
agentes), u 

3) omisión (como resultado que el Estado o sus agentes no actúe/n cuando debía/n 
hacerlo).



Procedimiento contencioso ante la Corte

¿En qué casos no podrá la Comisión conocer? 

La Comisión no puede: 

◆ Pronunciarse respecto de un Estado que no es miembro de la OEA; 

◆ Proporcionar abogado/as para asistir en procesos judiciales internos o para presentar una petición o solicitud de medida cautelar ante la 
Comisión; 

◆  Suministrar ayuda económica o instrumentos de trabajo a las personas; 

◆  Realizar trámites migratorios, o tramitar el otorgamiento de visas o asilo político.

¿Puede la Comisión determinar la responsabilidad de una persona? 

No. La Comisión no tiene competencia para atribuir responsabilidad individual, es decir, no puede 
determinar si una persona es o no culpable. 

La Comisión solamente puede determinar la responsabilidad internacional de un Estado miembro 
de la OEA.



Procedimiento 
contencioso 
ante la Corte

¿Sobre qué base 
determina la Comisión 
que un Estado violó o 

no los derechos 
humanos? 

La Comisión examina 
las peticiones en las 

cuales se alegan 
violaciones a la 

Convención Americana, 
para los Estados que la 

han ratificado. 

Para los Estados 
miembros que todavía 

no lo han hecho, se 
puede alegar la 
violación de los 

derechos contenidos en 
la Declaración 

Americana. 

Se puede alegar la 
violación de un derecho 

protegido en otro 
tratado de derechos 

humanos del sistema 
en la medida que el 

Estado en cuestión lo ha 
ratificado y según las 

condiciones aplicables. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

Para que la Comisión 
pueda examinar una 

petición, deben haberse 
agotado los recursos 
judiciales internos de 

conformidad con la 
legislación vigente en el 
Estado de que se trata.

Una persona agotó los 
recursos internos cuando 

el Poder Judicial emitió 
una decisión de última 

instancia. 
En caso de no ser posible 

agotar los recursos 
internos, se tendrán que 
explicar las razones ya 

que la regla del 
agotamiento previo de 
los recursos internos 
admite excepciones. 

A. las leyes internas no 
establecen el debido 

proceso para proteger los 
derechos que se alegan 

violados; 
B. no se ha permitido a la 

presunta víctima el 
acceso a los recursos 

internos o se le ha 
impedido agotarlos; o 

C. hay demora en emitir 
una decisión final sobre 

el caso sin que exista una 
razón válida.



Procedimiento contencioso ante la Corte

Una persona puede ser a su vez peticionaria y presunta víctima en una petición. 

Cualquier persona -grupo de personas u organización- por sí misma o en representación de otra, puede presentar 
una petición para denunciar una violación a los derechos humanos en contra de uno o más Estados de la OEA. 

Cuando hay una excepción al agotamiento de los recursos internos, el plazo de seis meses no se aplica. 
En ese caso, la petición deberá ser presentada dentro de un plazo razonable.

La petición debe presentarse dentro de los seis meses posteriores a la fecha de la notificación de la decisión 
judicial definitiva que agotó los recursos internos. 



Procedimiento contencioso ante la Corte
Requisitos de la petición:
✓ Los datos de la/s presunta/s víctima/s y 
de sus familiares; 
✓ Los datos de la parte peticionaria, tales 
como el nombre completo, teléfono, la 
dirección postal y de correo electrónico; 
✓ Una descripción completa, clara y 
detallada de los hechos alegados que 
incluya cómo, cuándo y dónde ocurrieron, 
así como el Estado que se considera 
responsable; 
✓ La indicación de las autoridades 
estatales que se consideran 
responsables; 
✓ Los derechos que se consideran 
violados, en caso de ser posible; 
✓ Las instancias judiciales o autoridades 
en el Estado a las que se acudió para 
remediar las violaciones alegadas; 

✓ La respuesta de las autoridades 
estatales, en especial de los tribunales 
judiciales; 
✓ En caso de ser posible, las copias 
simples y legibles de los principales 
recursos interpuestos y de las decisiones 
judiciales internas y otros anexos que se 
consideren pertinentes, tales como 
declaraciones de testigos; y 
✓ La indicación de si se ha presentado la 
petición ante otro organismo 
internacional con competencia para 
resolver casos. 
De ser posible, se recomienda incluir una 
lista en la cual se enumeren los anexos 
que se adjuntan a la petición, con el 
objetivo de facilitar la identificación de los 
mismos.



Procedimiento contencioso ante la Corte

Si bien la petición 
puede presentarse 
personalmente, no es 
necesario acudir a la 
Comisión, ya que la 
petición puede enviarse 
por uno de los 
siguientes medios: 

Correo electrónico: 
cidhdenuncias@oas.org 

Formulario electrónico: 
www.cidh.org. 

Si se envía petición por 
esta vía, tiene la opción de 
redactar su petición en un 
documento aparte y 
subirlo al sitio Internet de 
la Comisión. 

Fax: +1(202) 458-3992 ó 
6215 

Correo postal:  Comisión 
Interamericana de 
Derechos Humanos 1889 
F Street, N.W. 
Washington, D.C. 20006  
Estados Unidos 

Si se envían los 
documentos por 
medios electrónicos, 
no es necesario 
enviarlos impresos. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

Una vez que se acusa recibo 
de la petición, estará en 

estudio. 
Dada la gran cantidad de 
peticiones que recibe la 
Comisión, la evaluación 

preliminar de una petición 
puede demorar algún tiempo. 

Todas las peticiones 
presentadas ante la CIDH son 

evaluadas y se da una 
respuesta.

Luego de una evaluación 
preliminar se puede decidir: 

A.  no abrir a trámite la 
petición; 

B.  solicitar información o 
documentación adicional; o 

C.  abrir a trámite. En este 
momento, la petición entrará 

en etapa de admisibilidad

ADMISIBILIDAD. Significa que 
la petición presentada será 
enviada al Estado para que 

presente sus observaciones. 
Se inicia un proceso de 

intercambio de información, en 
el cual la Comisión puede 

solicitar mayor información 
para decidir sobre la 

admisibilidad. 
Cualquier información 

presentada por una parte, será 
trasladada a la otra parte. 

Luego de este intercambio de 
información, la Comisión 

decide si la petición es 
admisible o inadmisible. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

Cuando una petición es admisible, la 
Comisión analizará los alegatos de las 

partes y las pruebas presentadas. 

En esta etapa, la Comisión puede pedir 
mayor información, pruebas y 

documentos al Estado y a la parte 
peticionaria, y, de ser necesario, puede 

convocar una audiencia o reunión de 
trabajo. 

Puede llegarse a una solución amistosa 
con el Estado. 

De no ser posible llegar a una solución 
amistosa, la Comisión continuará 

analizando los alegatos de las partes y 
decidirá sobre el caso, determinando si el 

Estado es o no responsable por las 
violaciones alegadas.

La Comisión emitirá un informe sobre el 
fondo que incluirá recomendaciones al 

Estado. 

Si la Comisión decide someter el caso a 
la Corte IDH, ésta lo analizará y emitirá 

una sentencia fundamentada.
En el proceso ante la Corte IDH participan 

la Comisión, el Estado y la/s víctima/s. 



Procedimiento contencioso ante la Corte
Si la Comisión decide someter 

un caso a la Corte, el Secretario 
Ejecutivo notificará tal decisión 

de inmediato al Estado, al 
peticionario y a la víctima. Con 

dicha comunicación, la 
Comisión transmitirá al 
peticionario todos los 

elementos necesarios para la 
preparación y presentación de 

la demanda.

Se el asunto a través de su 
Secretaría, copia del informe en 

el que expondrá los hechos y sus 
conclusiones, acompañado de 
copia del expediente en trámite 

ante la Comisión.

La Comisión remitirá a la Corte, a 
solicitud de ésta, cualquier otra 
petición, prueba, documento o 

información relativa al caso, con 
la excepción de los documentos 

referentes a la tentativa 
infructuosa de lograr una 

solución amistosa.

La Comisión podrá solicitar a la 
Corte la adopción de medidas 

provisionales en casos de 
extrema gravedad y urgencia, y 
cuando se haga necesario para 
evitar un daño irreparable a las 

personas, en un asunto no 
sometido aún a consideración de 

la Corte. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

Después de admitida la demanda, las presuntas víctimas o sus representantes 
debidamente acreditados podrán presentar sus solicitudes, argumentos y pruebas en 
forma autónoma durante todo el proceso. 

Los Estados que sean partes en un caso estarán representados por 
Agentes, quienes a su vez podrán ser asistidos por cualesquiera personas 
de su elección. 

La Comisión será representada por los Delegados que al efecto designe. 
Estos Delegados podrán hacerse asistir por cualesquiera personas de su 
elección. 

En cualquier estado del procedimiento, siempre que se trate de casos de 
extrema gravedad y urgencia y cuando sea necesario para evitar daños 
irreparables a las personas, la Corte, de oficio o a instancia de parte, podrá 
ordenar las medidas provisionales que considere pertinentes.



Procedimiento contencioso ante la Corte
El escrito original de demanda, contestación de la demanda, solicitudes argumentos y pruebas, contestación de excepciones preliminares, 
así como los anexos respectivos de éstos, deberán ser acompañados con 3 copias idénticas a la original, y recibidos dentro del plazo de 21 
días antes señalado. 

El Presidente puede, en consulta con la Comisión Permanente, rechazar cualquier escrito de las partes que considere manifiestamente 
improcedente, el cual ordenará devolver sin trámite alguno al interesado. 

Cuando una parte no compareciere o se abstuviere de actuar, la Corte, de oficio, impulsará el proceso hasta su finalización. Cuando una 
parte se apersone tardíamente tomará el procedimiento en el estado en que se encuentre. 

Las sentencias y las resoluciones que pongan término al proceso son de la competencia exclusiva de la Corte. 

Las demás resoluciones serán dictadas por la Corte, si estuviere reunida; si no lo estuviere, por el Presidente, salvo disposición en contrario. 

Toda decisión del Presidente, que no sea de mero trámite, es recurrible ante la Corte. 

Contra las sentencias y resoluciones de la Corte no procede ningún medio de impugnación. 

La Corte hará públicas sus sentencias y otras decisiones, incluyendo los votos razonados, disidentes o concurrentes. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

El escrito de la 
demanda expresará: 

Las pretensiones (incluidas las referidas a las 
reparaciones y costas); 

Las partes en el caso; 

La exposición de los hechos; 

las resoluciones de apertura del procedimiento y 
de admisibilidad de la denuncia por la Comisión;

 Las pruebas ofrecidas con indicación de los 
hechos sobre los cuales versarán; 

La individualización de los testigos y peritos y el 
objeto de sus declaraciones; 

Los fundamentos de derecho y las conclusiones 
pertinentes. 

Además, la Comisión deberá 
consignar el nombre y la dirección 

de las presuntas víctimas o sus 
representantes debidamente 

acreditados en caso de ser posible. 

Los nombres de los Agentes o de los 
Delegados. 

En caso de que esta información no 
sea señalada en la demanda, la 
Comisión será la representante 

procesal de las presuntas víctimas 
como garante del interés público bajo 
la Convención Americana, de modo a 
evitar la indefensión de las mismas. 

A continuación, se hará un examen 
preliminar de la demanda y si el 

Presidente observa que los requisitos 
fundamentales no han sido cumplidos, 

solicitará al demandante que subsane los 
defectos dentro de un plazo de 20 días. 



Procedimiento contencioso ante la Corte
El Secretario comunicará la demanda al Presidente y los jueces de la Corte, al 
Estado demandado, la Comisión, si no es ella la demandante, a la presunta 
víctima, o sus representantes, a los otros Estados Partes, al Consejo 
Permanente de la Organización de Estados Americanos a través de su 
Presidente, y al Secretario General. 

Notificada la demanda a la presunta víctima o sus representantes 
debidamente acreditados, estos dispondrán de un plazo improrrogable de 2 
meses, contado a partir de la recepción de este escrito y sus anexos, para 
presentar autónomamente a la Corte sus solicitudes, argumentos y pruebas. 

La presentación de excepciones preliminares no suspende el procedimiento en cuanto al fondo ni los plazos ni los términos 
respectivos. 

Las partes en el caso que deseen presentar alegatos escritos sobre las excepciones preliminares, podrán hacerlo dentro de 
un plazo de 30 días contados a partir de la recepción de la comunicación, si lo considere indispensable, la Corte podrá fijar 
una audiencia especial para las excepciones preliminares, después de la cual decidirá sobre las mismas. 

La Corte podrá resolver en una sola sentencia las excepciones preliminares y el fondo del caso, en función del principio de 
economía procesal. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

Terminación Anticipada del Proceso 

• Por desistimiento, una vez hecho del conocimiento de la Cuando se resolverá, oyendo la opinión 
de las otras partes en el caso, si hay lugar al desistimiento y, en consecuencia, si procede sobreseer 

y declarar terminado el asunto. 

• Por allanamiento del demandado a las pretensiones de la parte demandante y a las de las 
presuntas víctimas, o sus representantes, la Corte, oído el parecer de las partes en el caso, resolverá 
sobre la procedencia del allanamiento y sus efectos jurídicos. En este supuesto, la Corte procederá 

a determinar, cuando fuere el caso, las reparaciones y costas correspondientes. 

• Por solución amistosa la cual será comunicada por las partes a la Corte ya sea por 
un avenimiento o de otro hecho idóneo para la solución del litigio, en este caso la Corte 

podrá declarar terminado el asunto. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

Llegado el estado de 
sentencia, la Corte 

deliberará en privado y 
aprobará la sentencia, la 
cual será notificada a las 
partes por la Secretaría, 

mientras no se haya 
notificado la sentencia a las 

partes, los textos, los 
razonamientos y las 

votaciones permanecerán en 
secreto, las sentencias serán 

firmadas por todos los 
jueces que participaron en la 
votación y por el Secretario. 

Si una vez dictada la 
sentencia de fondo no se 

hubiere decidido 
específicamente sobre 

reparaciones, la Corte fijará 
la oportunidad para su 

posterior decisión y 
determinará el 

procedimiento y si fuera 
informada de que las partes 
en el caso han llegado a un 

acuerdo respecto al 
cumplimiento de la 

sentencia sobre el fondo, 
verificará que el acuerdo sea 
conforme con la Convención 
y dispondrá lo conducente. 

Todo juez que haya 
participado en el examen de 
un caso tiene derecho a unir 

a la sentencia su voto 
razonado, concurrente o 

disidente. 
Estos votos deberán ser 

presentados dentro del plazo 
fijado por el Presidente, de 

modo que puedan ser 
conocidos por los jueces 

antes de la notificación de la 
sentencia. Dichos votos sólo 
podrán referirse a lo tratado 

en las sentencias. 



Procedimiento contencioso ante la Corte

Las sentencias contendrán: 

Nombre del Presidente y de los demás jueces que la hubieren dictado, del Secretario y del Secretario Adjunto; 

Identificación de las partes y sus representantes; 

Relación de los actos del procedimiento; 

Determinación de los hechos; 

Conclusiones de las partes; 

Fundamentos de derecho; 

La decisión sobre el caso; 

El pronunciamiento sobre las reparaciones y costas, si procede; y

Resultado de la votación.



Procedimiento contencioso ante la Corte

La demanda de interpretación podrá promoverse en relación con las sentencias de fondo o 
de reparaciones y se presentará en la Secretaría de la Corte indicándose en ella, con 
precisión, las cuestiones relativas al sentido o alcance de la sentencia cuya 
interpretación se pida. 
La demanda de interpretación no suspenderá la ejecución de la sentencia. 

La supervisión de las sentencias y demás decisiones de la Corte se realizará 
mediante la presentación de informes estatales y de las correspondientes 
observaciones a dichos informes por parte de las víctimas o sus 
representantes legales. 

La Comisión deberá presentar observaciones al informe del Estado y a las 
observaciones de las víctimas o sus representantes, podrá requerir a otras fuentes de 
información datos relevantes sobre el caso, que permitan apreciar el cumplimiento. 
Una vez que el Tribunal cuente con la información pertinente, determinará el estado del 
cumplimiento de lo resuelto y emitirá las resoluciones que estime pertinentes. 



Otras atribuciones de la Corte

§ OPINIONES CONSULTIVAS: Las solicitudes de opinión consultiva deberán formular con precisión las preguntas específicas sobre las 
cuales se pretende obtener la opinión de la Corte, si son formuladas por un Estado miembro o por la Comisión, deberán indicar, además, 
las disposiciones cuya interpretación se pide, las consideraciones que originan la consulta y el nombre y dirección del Agente o de los 
Delegados, si es formulada por otro órgano de la Organización de Estados Americanos distinto de la Comisión, la solicitud deberá precisar, 
además, la manera en que la consulta se refiere a su esfera de competencia. 

§ INTERPRETACIÓN DE TRATADOS: También existe la facultad de interpretar los tratados concernientes a la protección de los 
derechos humanos en los Estados Americanos en dicha solicitud deberá ser identificado el tratado y las preguntas específicas sobre 
las cuales se pretende obtener la opinión de la Corte y las consideraciones que originan la consulta, si la solicitud emana de uno de 
los órganos de la Organización de Estados Americanos, se señalará la razón por la cual la consulta se refiere a su esfera de 
competencia. 

§ INTERPRETACIÓN DE NORMAS INTERNAS: En dicha solicitud se deberán señalar las disposiciones de derecho interno, así como las de 
la Convención o de otros tratados concernientes a la protección a los derechos humanos, que son objeto de la consulta, las preguntas 
específicas sobre las cuales se pretende obtener la opinión de la Corte. 



Ejemplo asunto contencioso.

CASO DIGNA OCHOA Y FAMILIARES VS. MÉXICO

  SENTENCIA DE 25 DE NOVIEMBRE DE 2021  (Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
costas) 

El 2 de octubre de 2019 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sometió a la jurisdicción 
de la Corte el caso “Familiares de Digna Ochoa y Plácido Vs. México”.

De acuerdo con lo indicado por la Comisión, el caso se relaciona con la alegada existencia de 
irregularidades graves en la investigación de la muerte de la defensora de derechos humanos Digna 
Ochoa y Plácido ocurrida el 19 de octubre de 2001. 

Añadió que su muerte se insertaría en un contexto de hostigamientos y ataques en contra de personas defensoras de derechos 
humanos en México. 
En consecuencia, la Comisión concluyó que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la protección judicial y a 
las garantías judiciales, así como del derecho a la integridad personal, en perjuicio de los familiares de Digna Ochoa y Plácido. 



Ejemplo asunto contencioso.

Medidas cautelares adoptadas por la Comisión y medidas provisionales 
adoptadas por la Corte. 

Con anterioridad a la presentación de la petición inicial, el 9 de septiembre de 1999, la Comisión 
otorgó medidas cautelares y solicitó al Estado la adopción de medidas concretas, con carácter 
urgente, a efectos de la protección de la vida e integridad física de Digna Ochoa y Plácido, Edgar 
Cortéz Morales y los miembros del Centro ProDH, organización donde trabajaba la señora Digna 
Ochoa. 

El 11 de noviembre de 1999 la Comisión solicitó medidas provisionales ante la Corte, las cuales fueron 
otorgadas el 17 de noviembre de 19992. 

El Tribunal requirió al Estado adoptar cuantas medidas fueran necesarias para proteger la vida e integridad 
de la señora Digna Ochoa y de otros miembros del Centro ProDH. 

El 28 de agosto de 2001, con base en la solicitud de levantamiento de medidas realizada por el Estado y la 
anuencia de las representantes y la Comisión, la Corte levantó dichas medidas provisionales.



Ejemplo asunto contencioso.
El 16 de julio de 2013 la Comisión aprobó el Informe de Admisibilidad No. 57/13, en el que concluyó que la 
petición era admisible con relación a los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana e inadmisible con 
relación a los artículos 2,4, 7 y 11 del mismo instrumento, así como los artículos 1, 2 y 3 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

La Comisión solicitó a la Corte que declarara la responsabilidad internacional del 
Estado por las mismas violaciones señaladas en su Informe de Fondo. Asimismo, la 
Comisión solicitó a la Corte que ordenara al Estado medidas de reparación.

El sometimiento del caso por parte de la Comisión fue notificado por la 
Corte a las representantes de las presuntas víctimas y al Estado el 22 de 
noviembre de 2019. 

Las representantes presentaron ante la Corte su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas. Las 
representantes coincidieron sustancialmente con los alegatos de la Comisión y solicitaron a la 
Corte que declarara la responsabilidad internacional del Estado.

El Estado presentó ante la Corte su escrito de excepciones preliminares y contestación al sometimiento e 
informe de fondo de la Comisión Interamericana y al escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de las 
representantes. En dicho escrito, el Estado se opuso a las violaciones alegadas y a las medidas de 
reparación propuestas por la Comisión y las representantes. 



Ejemplo asunto contencioso.

La audiencia pública 
relativa al presente caso 

fue celebrada los días 26 y 
27 de abril de 2021, 

durante el 141 Período 
Ordinario de Sesiones de 
la Corte,. En el marco de 

dicha audiencia, el 
Estado hizo un 

reconocimiento parcial 
de responsabilidad. El 

Tribunal recibió ocho 
escritos de amicus curiae.

El 27 de mayo de 2021 las 
representantes y el Estado 
remitieron sus respectivos 
alegatos finales escritos, y 
la Comisión presentó sus 

observaciones finales 
escritas. Las 

representantes y el Estado 
remitieron determinados 

anexos junto con los 
referidos alegatos finales 

escritos. 

Se solicitó a las partes y a la 
Comisión Interamericana 

que remitieran las 
consideraciones que 

estimaran pertinentes sobre 
la referida documentación 

anexa. El 11 de junio de 2021 
las representantes y la 

Comisión, respectivamente, 
remitieron sus 

observaciones sobre los 
anexos remitidos por el 

Estado. El 22 de junio de 
2021 el Estado y la 

Comisión, respectivamente, 
remitieron sus 

observaciones sobre los 
anexos remitidos por las 

representantes.

La Corte deliberó la 
Sentencia, a través de una 
sesión virtual, durante los 
días 24 y 25 de noviembre 

de 2021.

Fue deliberada y aprobada 
durante el 145 Período 

Ordinario de Sesiones, el 
cual, debido a las 

circunstancias 
excepcionales 

ocasionadas por la 
pandemia COVID-19, se 
llevó a cabo de forma no 

presencial.



Ejemplo asunto contencioso.

El Estado interpuso cuatro excepciones preliminares, a 
saber: 

(i) falta de determinación de las posibles víctimas; 
(ii) falta de agotamiento de recursos internos;

 (iii) incompetencia ratione materiae para conocer 
respecto de la alegada violación del derecho a defender 
derechos humanos como derecho autónomo y sobre el 

artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, y 
(iv) excepción preliminar de cuarta instancia.

 La Corte considera sin lugar la excepción preliminar 
presentada por el Estado.

Admisibilidad de la prueba documental y las 
declaraciones rendidas en audiencia pública, así como 

las declaraciones rendidas ante fedatario público.



Ejemplo asunto contencioso.
A la época de los hechos (esto es, a finales de los años 90 y principios de los años 2000), las defensoras y defensores de derechos humanos en 
México –además de otras personas que trabajaban en la defensa de los derechos humanos, como periodistas, representantes sindicales o 
indígenas– corrían riesgo de sufrir numerosas violaciones de derechos humanos

Las mujeres defensoras de derechos humanos sufren obstáculos adicionales debido a su género, al ser víctimas de estigmatización, estar 
expuestas a comentarios de contenido sexista o misógino, o sufrir el hecho de que las denuncias presentadas por ellas no sean asumidas con 
seriedad.

Durante el año 1999, la señora Digna Ochoa y otros miembros del Centro ProDH fueron víctima de diversos actos intimidatorios, los cuales 
dieron lugar a la presentación de varias denuncias.

La Comisión Interamericana otorgó medidas cautelares y solicitó al Estado la adopción de medidas concretas, con carácter urgente, a efectos 
de la protección de la vida e integridad física de Digna Ochoa y Plácido, Edgar Cortéz Morales y los miembros del Centro ProDH.

La Comisión informó el 22 de agosto de 2001 que, en tanto las medidas habían cumplido su objetivo, y, con la anuencia de las representantes 
de los beneficiarios, no tenía objeciones respecto del levantamiento de las medidas provisionales. En consecuencia, el 28 de agosto de 2001 la 
Corte Interamericana levantó las medidas provisionales.

El 19 de octubre de 2001, a las 18:00 horas, la señora Digna Ochoa fue encontrada sin vida por su compañero laboral Gerardo González Pedraza en el despacho de la organización “Servicios Legales 
de Investigación y Estudios Jurídicos A.C.”, donde la abogada acudía ocasionalmente. 

Entre los documentos que se encontraron en la escena del crimen figuraba un papel que contenía un mensaje con recortes de periódico que indicaba “PRO’S, hijos de puta si siguen a otro también se lo 
cargará su madre, sobre aviso no hay engaño”.



Ejemplo asunto contencioso.
La Corte analizó (i) las alegadas falencias e incumplimiento con el deber de debida diligencia en la investigación y esclarecimiento de los hechos que 
rodearon la muerte de la señora Digna Ochoa, (ii) la utilización de estereotipos de género en el marco de las investigaciones y judicialización de los 
hechos, (iii) el alegado incumplimiento con el plazo razonable, (iv) la afectación al derecho a la protección de la honra y de la dignidad de la señora 
Digna Ochoa que produjo el procedimiento, así como (v) la alegada violación de los derechos a la vida y a la integridad personal, 

La investigación y judicialización de la muerte de la señora Digna Ochoa no cumplió con los estándares de debida 
diligencia, se usaron y aplicaron estereotipos de género que obstaculizaron el procedimiento, no se respetó el 
plazo razonable y, además, se realizaron declaraciones públicas en el marco de la investigación que dañaron la 
honra y la dignidad de la señora Digna Ochoa. 

Todo lo anterior también supuso una violación del derecho a la verdad de los familiares de la señora Digna Ochoa. Además, la 
muerte de la señora Digna Ochoa se enmarcó en un contexto de un exacerbado nivel de homicidios contra defensoras y 
defensores de derechos humanos, acompañado de una situación generalizada de impunidad respecto de este tipo de delitos y 
precedido de numerosas amenazas dirigidas contra ella y otros de sus compañeros y compañeras. 

Por ello, el Estado mexicano es responsable por la violación de los artículos 8, 11 y 25 de la Convención Americana, en relación con el 1.1 del mismo instrumento y el 
artículo 7.b de la Convención de Belém Do Pará, en perjuicio de Irene Alicia Plácido Evangelista (madre), Eusebio Ochoa López (padre), así como los hermanos 
Agustín, Carmen, Elia, Estela, Eusebio, Guadalupe, Ignacio, Ismael, Jesús, Juan Carlos, Luz María y Roberto Ochoa y Plácido. 
Asimismo, el Estado mexicano es responsable por la violación al deber de garantía del derecho a la vida, contenido en el artículo 4.1 de la Convención Americana, 
en relación con los artículos 1.1, 8 y 25 del mismo instrumento, así como por la violación del artículo 11 de la Convención Americana en relación el artículo 1.1 del 
mismo instrumento, en perjuicio de la señora Digna Ochoa. 



Ejemplo asunto contencioso.

La Corte determinó que la 
investigación y posterior 

procedimiento por los hechos 
que rodearon la muerte de la 
señora Digna Ochoa adoleció 

de numerosas falencias desde 
el inicio de la investigación que 

impiden tomar como veraz y 
definitiva la decisión adoptada 

a nivel interno por las 
autoridades judiciales, según la 

cual la señora Digna Ochoa 
habría cometido un “suicidio 

disimulado”

Se vio exacerbada a través de un 
discurso canalizado por agentes 

estatales encaminado a denostar su 
imagen pública, polarizar a la 

sociedad mexicana y sustentar ante 
la opinión pública la versión del 

suicidio, todo ello además haciendo 
uso de estereotipos de género 

nocivos. 
La Corte advierte, además, que la 

intromisión post mortem en la vida 
privada de una persona por parte de 
autoridades estatales, de tal manera 
que se afecte su derecho al respeto 

de la honra y dignidad, es 
incompatible con la Convención 

Americana.

Este tipo de estereotipos que 
apelaban a aspectos íntimos y 

personales de la defensora, todo 
ello con el objetivo de cuestionar 

su credibilidad. 

Así, se proyectó una imagen de la 
señora Digna Ochoa como una 

mujer poco creíble y exagerada, lo 
cual les permitía concluir que 

habría cometido un suicido 
producto de una inestabilidad 
emocional, inestabilidad que 

además estaba relacionada con 
su condición de mujer.



Ejemplo asunto 
contencioso.

La Corte valora positivamente la “ruta de salud” acordada por ambas partes, en virtud de la cual el Estado 
brindará gratuitamente el tratamiento médico y/o psicológico, psiquiátrico o psicosocial requerido por los 
familiares de la señora Digna Ochoa y Plácido que, a su vez, son víctimas del presente caso. 

El Estado debe publicar, en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia: a) el resumen oficial de la presente Sentencia elaborado por la Corte, por una sola vez, en el 
Diario Oficial en un tamaño de letra legible y adecuado; b) el resumen oficial de la presente Sentencia 
elaborado por la Corte, por una sola vez, en un diario de amplia circulación nacional en un tamaño de letra 
legible y adecuado, y c) la presente Sentencia en su integridad, disponible por un período de un año, en los 
sitios web de la Secretaría de Gobernación, la Secretaría de Relaciones Exteriores y la Fiscalía General de 
Justicia de la Ciudad de México.

El Estado deberá realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional en relación 
con los hechos del presente caso, donde el Estado realice un reconocimiento expreso sobre la labor de las 
defensoras y defensores de derechos humanos, así como una condena expresa a todo tipo de atentados y 
delitos que se cometan contra ellas y ellos.

Crear un reconocimiento en materia de defensa de derechos humanos que llevará el nombre “Digna Ochoa y 
Plácido”, el cual se celebrará anualmente y será entregado a personas defensoras de derechos humanos en 
México.

Diseñar e implementar una campaña para reconocer la labor de las defensoras y defensores de derechos 
humanos, la cual deberá ser puesta en práctica en un plazo no mayor a seis meses y deberá tener una 
duración de un año. 



Ejemplo asunto contencioso.

Otorgar el nombre de “Digna Ochoa 
y Plácido” a una calle en la ciudad 

de Misantla, estado de Veracruz, así 
como en la Ciudad de México. 

En un plazo de dos años, elaborar un 
plan de fortalecimiento 

calendarizado del “Mecanismo de 
Protección para Personas 

Defensoras de Derechos Humanos y 
Periodistas”.

Crear e implementar un 
“Mecanismo de Protección de 
Testigos que intervengan en el 

Procedimiento Penal”.

Una iniciativa de reforma 
constitucional para dotar de 

autonomía e independencia a los 
Servicios Periciales, como órganos 

especializados, imparciales, con 
personalidad jurídica y patrimonio 

propio, los cuales gozarán de plena 
autonomía técnica.



Ejemplo asunto contencioso.

El Estado debe crear e implementar a 
nivel federal, en un plazo no superior a 

dos años, un protocolo específico y 
especializado para la investigación de 

ataques contra las defensoras y 
defensores de derechos humanos, 

que tengan en cuenta los riesgos 
inherentes a su labor.

La Comisión solicitó que se reparara 
íntegramente las violaciones de 

derechos humanos declaradas en el 
presente informe, tanto en el aspecto 
material como inmaterial, precisando 

que el Estado “deberá adoptar las 
medidas de compensación 
económica y satisfacción”. 

La Corte ordena los montos 
indemnizatorios en concepto de daño 

material e inmaterial.

Las cantidades asignadas en la 
Sentencia en concepto de 

indemnización por daños materiales e 
inmateriales, así como por el reintegro 

de costas y gastos, deberán ser 
entregadas a las personas y 

organizaciones indicadas en forma 
íntegra.

DECLARA.  El Estado es responsable 
por la violación del artículo 11 de la 

Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en relación el 

artículo 1.1 del mismo instrumento, 
en perjuicio de la señora Digna Ochoa 

y Plácido,



Fuentes consultadas

Las controversias constitucionales y las 
acciones de inconstitucionalidad : análisis 

de las fracciones I y II del artículo 105 
constitucional, a partir de los criterios de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación / 
investigación, redacción, edición y diseño a 

cargo de la Dirección General de la 
Coordinación de Compilación y 

Sistematización de Tesis de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación. México : 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Dirección General de la Coordinación de 
Compilación y Sistematización de Tesis, 

2009.

Corte  Interamericana de Derechos 
Humanos ABC de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos : El qué, cómo, cuándo, 
dónde y porqué de la Corte Interamericana. 

Preguntas frecuentes / Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. San José, C.R. : 

Corte IDH, 2018.



Muchas gracias

Dr. José Antonio Pérez Parra
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